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Se alquila Paraguay 
Mundo 


CAMBIOS CLIMÁTICOS Y AGRO-COMBUSTIBLES. La Convención Marco de Naciones Unidas sobre 
Cambio Climático (UNFCCC por sus siglas en inglés) que ocurrirá en noviembre en Varsovia, entraña el 
riesgo de hundirnos más en el desbarajuste de este mercado de carbono. 

SUSPENSIÓN Y REFORMULACIÓN DEL PROYECTO PROSAVANA EN MOZAMBIQUE. Las 
organizaciones de la sociedad civil japonesas apelan al Ministerio de Relaciones Exteriores (MOFA) y a la 
Agencia japonesa de cooperación Internacional (JICA) para que suspendan inmediatamente y reformulen 
el programa ProSAVANA. 

ESPAÑA: COBRAR LOS RAYOS DE SOL A partir del 1 de enero de 2014 los ciudadanos españoles 
tendrán que pagar por utilizar el sol y el viento. Así lo establece el proyecto de ley del sector eléctrico, que 
se encuentra en tramitación. La norma fija un impuesto denominado “de respaldo” obligatorio para los 
particulares que producen su propia energía 


Latinoamérica 


¿INCORPORAR AMÉRICA LATINA AL REDIL ATLÁNTICO? “América Latina está desarrollando una 
creciente importancia estratégica, con sus mercados en expansión, su riqueza energética y sus demás 
recursos naturales” Sin embargo, lamenta amargamente el Consejo atlántico “en los últimos años ni los 
EE.UU. ni los gobiernos europeos han hecho que esta región sea prioritaria en su política exterior”. Esta 
constatación, formulada por la influyente y augusta institución fundada en 1961- con el objetivo de 
promover encarnizadamente el atlantismo en todo el mundo — la llevó a pedirle a su “task force” 
recomendaciones sobre América Latina. 

SE ALQUILA PARAGUAY. El presidente de Paraguay, Horacio Cartes, podrá alquilar los bienes y 
servicios del Estado hasta un máximo de 40 años. El Congreso aprobó una ley que permite al Presidente 
arrendar los bienes y servicio estatales sin control ni participación de los poderes Legislativo y Judicial 
QUINTO ENCUENTRO DE PUEBLOS INDÍGENAS SE REALIZA EN COLOMBIA Del 10 al 16 de 
noviembre de 2013 se lleva a cabo en el departamento de Cauca, Colombia, la Quinta Cumbre 
Continental de Pueblos y Nacionalidades Indígenas de Abya Yala (América). 

LAS ELECCIONES EN CHILE. DESAFÍOS DEL TIEMPO INMEDIATO Las cifras del Centro de Estudios 
Públicos (CEP) son representativas del mayoritario sentir de la ciudadanía a favor de la recuperación del 
cobre, para terminar con los abusos a los consumidores, reducir las desigualdades regionales y de 
ingresos, y terminar con el lucro en la educación. 


CAMBIOS CLIMÁTICOS Y AGRO-COMBUSTIBLES 
Cumbre climática: no conviertan a los campesinos en traficantes de carbono 


Los campesinos y campesinas producen alimentos, no carbono. No obstante, si se salen con la suya 
algunos de los grupos de cabildeo de las corporaciones y los gobiernos que negocian en la conferencia 
de cambio climático que se llevará a cabo en Varsovia entre el 11 y el 22 de noviembre, la tierra de cultivo 
podría ser considerada como sumidero de carbono que las corporaciones contaminantes pueden comprar 
para compensar sus dañinas emisiones. 


“Nos oponemos directamente al enfoque asumido por el mercado de carbono para lidiar con la crisis 
climática”, dice Josie Riffaud, de la Vía Campesina. “Hacer sumideros de carbono de los campos de 
cultivo de nuestros campesinos —cuyos derechos pueden venderse en el mercado de carbono— 
únicamente nos alejará aún más de lo que para nosotros es la solución real: soberanía alimentaria. ¡El 
carbono de nuestras tierras de cultivo no se vende! * 














El comercio de carbono no ha podido resolver las causas reales de la crisis climática. Nunca quiso 
hacerlo. Más que reducir las emisiones de carbono directamente donde se producen, ha creado un 
lucrativo mercado para los contaminantes y los especuladores que pueden comprar y vender créditos de 
carbono mientras continúan contaminando. Ahora, está aumentando la presión para imponer la visión de 
que las tierras de labranza son importantes sumideros de carbono y que son un contrapeso más para las 
emisiones industriales. Hace tiempo que los gobiernos de Estados Unidos y Australia, el Banco Mundial y 
el sector corporativo argumentan en favor de esta jugada, y en favor de crear nuevos mercados de 
carbono donde se puedan adquirir compensaciones a partir de tierras en los países en desarrollo. Los 
agronegocios están bien posicionados para lucrar de éstas, y algunos gobiernos de tales países confían 
en que ofreciendo sus bosques, sus pastizales y sus tierras de cultivo a los contaminantes del Norte, 
podrán recibir dividendos. 


La Convención Marco de Naciones Unidas sobre Cambio Climático (UNFCCC por sus siglas en inglés) 
que ocurrirá en noviembre en Varsovia, entraña el riesgo de hundirnos más en el desbarajuste de este 
mercado de carbono. Marcin Korolec, ministro polaco del Ambiente y principal organizador del evento, 
anunció orgullosamente que por primera vez en la historia los representantes de los negocios a nivel 
global serán parte formal de las negociaciones. Una mirada a la lista de asociados oficiales de la 
conferencia muestra que entre ellos se encuentran las industrias más contaminantes del mundo. 


La agricultura es una de las actividades que más contribuyen al cambio climático, pero Henk Hobbelink, 
de GRAIN, señala que: “El principal responsable de la crisis climática es el sistema agroalimentario 
industrial —por su enorme utilización de insumos químicos, su erosión del suelo y la deforestación que 
acompaña la agricultura de plantación en monocultivo, más el siempre creciente empuje por abastecer los 
lejanos mercados de exportación. En lugar de promover los mercados de carbono, los líderes mundiales 
deberían apoyar las soluciones que surgen de la agricultura campesina y la agroecología”. Las 
investigaciones de GRAIN muestran que mantener prácticas agroecológicas de base campesina con el fin 
de restaurarle materia orgánica a los suelos podría capturar entre 24 y 30% de las emisiones de gases 
con efecto de invernadero actuales. 


Una semana después de que los negociadores en la conferencia de Varsovia regresen a sus casas, muy 
probablemente sin haber acordado alguna acción significativa respecto de la crisis climática, el Banco 
Mundial y los gobierno de Holanda y Sudáfrica coincidirán en una conferencia internacional en 
Johannesburgo para promover una agricultura con “astucia climática”, y establecerán una nueva alianza 
para lograrla. 


Pero una mirada a las propuestas en la mesa muestra que únicamente significan proseguir con los 
negocios como siempre: nuevas semillas genéticamente modificadas desarrolladas por las corporaciones 
de biotecnología, más fertilizantes y plaguicidas químicos producidos por los gigantes de la agroquímica, 
y más cultivos industriales “biointensivos”. “La agricultura con astucia climática se ha convertido en el 
nuevo lema del establishment de la investigación agrícola y del sector corporativo, con el fin de 
posicionarse como la solución para las crisis alimentaria y climática”, dice Pat Mooney, del Grupo ETC. 
Para los campesinos del mundo, no hay nada inteligente en esta agricultura. Es sólo otra forma de 
promover las tecnologías que controlan las corporaciones para que invadan sus parcelas y los despojen 
de sus tierras”. 


Al mismo tiempo, esas corporaciones están desarrollando otras tecnologías de alto riesgo, que van de la 
biología sintética a la nanotecnología y la biología sintética. Sus impactos no se comprenden con claridad 
y son tecnologías que podrían descontrolar aún más nuestro ya frágil planeta en vez de remediar el clima 
y las crisis ambientales. 


Debe defenderse el papel central de la agricultura, que es alimentar a la gente y brindar medios de 
sustento a los agricultores en el mundo, insiste Elizabeth Mpotfu de Vía Campesina. “Los derechos sobre 
nuestras parcelas, territorios, semillas y recursos naturales deben permanecer en nuestras manos para 
que seamos capaces de producir alimentos y cuidar de nuestra Madre Tierra como hemos hecho por 
siglos los campesinos. No permitiremos que los mercados de carbono conviertan nuestro arduo trabajo en 
sumideros de carbono para que los contaminadores del mundo sigan con sus negocios como si nada”. 


Para mayor información 





Josie Riffaud, Henk Hobbelink, GRAIN Pat Mooney, ETC Group 
La Vía Campesina +34 933011381 +1 6132412267 
+33613105291 henkOgrain.org mooneyOetcgroup.org 
josieriffaudOyahoo.fr 
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Notas 


* Vía Campesina es el movimiento global de agricultores campesinos que luchan por la soberanía alimentaria. GRAIN y 
el Grupo ETC son organizaciones internacionales que luchan contra el sistema industrial de producción de alimentos y 
apoyan las alternativas basadas en la producción campesina. Ahora, han unido fuerzas en la defensa de una 
agroecología de base campesina. 


* Para consultar las posiciones sobre alimentación y crisis climática de la Vía Campesina: "Los pequeños productores y 
la agricultura sostenible estan enfriando el planeta". 


* Para consultar el documento de GRAIN sobre el papel del sistema alimentario industrial en la crisis climática y cómo 
una agroecología de base campesina es la solución real ver: “Alimentos y cambio climático: el eslabón olvidado”. 


* Para consultar el cartel del Grupo ETC sobre las contribuciones de las redes campesinas a la alimentación del mundo 
en comparación con la cadena alimentaria industrial, ver: Quién nos alimentará: ¿la cadena industrial de producción de 
alimentos o las redes campesinas?. 


SUSPENSIÓN Y REFORMULACIÓN DEL PROYECTO PROSAVANA EN MOZAMBIQUE 


Sr. Fumio Kishida, Ministro de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Relaciones Exteriores de Japón 
Sr. Akihiko Tanaka, Presidente de la Agencia Japonesa de Cooperación Internacional 


Las organizaciones de la sociedad civil japonesas apelan al Ministerio de Relaciones Exteriores (MOFA) y 
a la Agencia japonesa de cooperación Internacional (JICA) para que suspendan inmediatamente y 
reformulen el programa ProSAVANA. 


ProSAVANA es un programa de desarrollo agrícola en gran escala a aplicarse en Mozambique, iniciado 
por el Gobierno de Japón, y los de Brasil y Mozambique como parte de la asistencia oficial al desarrollo 
(ODA). Esta declaración se basa en la gravedad de las consecuencias reiteradamente manifestadas por 
los agricultores y las organizaciones de la sociedad civil de Mozambique y en las conclusiones de nuestro 
trabajo de campo llevado a cabo en Mozambique durante los meses de julio y agosto próximo pasados. 


Descripción 


Pro SAVANA afectará potencialmente 14 millones de hectáreas de las provincias norteñas de 
Mozambique, una región habitada por unos 14 millones de personas. Esa extensión equivale a tres veces 
la tierra agrícola japonesa. Los campesinos constituyen el 80% de la población de Mozambique. Los 
pequeños productores conforman la mayoría de la población del país (99,99%) y cultivan el 95% de la 
tierra agrícola de Mozambique. 


Sin embargo el programa proSAVANA no respeta los derechos de los campesinos ni está asegurada su 
participación en el programa. La Unión Nacional de Campesinos (UNAC) la mayor confederación de 
agricultores de Mozambique integrada por 2.200 organizaciones campesinas y las organizaciones de la 
sociedad civil han expresado reiteradamente su preocupación por los posibles impactos negativos que los 
planteos de desarrollo agrícola a gran escala y los esquemas de inversión de ProSAVANA ocasionarán 
en las formas de vida de los pequeños agricultores locales. 


Vale la pena destacar la importancia y el significado de la carta abierta que fuera redactada y firmada por 
grupos religiosos y de la sociedad civil de Mozambique y enviada a los Jefes de Estado de Mozambique, 
Japón y Brasil en oportunidad de la Primera Conferencia Internacional sobre el Desarrollo de Africa 
(TICADV) realizada el 28 de mayo de 2013. Dicha Carta abierta solicitaba la inmediata suspensión del 
proyecto ProSAVANA sin precedentes y extremadamente grave y objetable de ese programa de ayuda en 
Mozambique. Representantes de Mozambique viajaron en junio a Japón y discutieron con éxito el 
contenido de la Carta Abierta con el Primer Ministro Shinzo Abe sobre los lineamientos del TICAD. 
Mientras se concretaban estas tratativas las organizaciones japonesas de la sociedad civil establecieron 
contacto con el MOFA realizando reuniones periódicas en las que se planteó y reconoció la importancia 
de consultar a los agricultores locales y a la sociedad civil de Mozambique, reuniones en las que el 
gobierno prometió revisar el programa de modo a incorporar la participación de los agricultores locales y a 
la sociedad civil. 


Sin embargo los lineamientos del plan director, la preparación de proyectos de rápido impacto (QIP) 
(programas de rápido impacto y visibles consecuencias) y los proyectos piloto basados en el Fondo de 
Iniciativas de Desarrollo Pro SAVANA (PDIF) continúan siendo preparados e instrumentados sin ninguna 
revisión. La divulgación de la información sigue siendo limitada, no existen mejoras en la transparencia ni 
en la rendición de cuentas. Por consiguiente la ansiedad ha aumentado entre los agricultores locales y en 














la sociedad civil. Además tampoco se ha recibido respuesta hasta la fecha a la Carta abierta y algunas 
reuniones de consulta con un limitado número de participantes solo han servido para profundizar e 
incrementar el descontento de los agricultores y de la sociedad civil. 


Al mismo tiempo las inversiones domésticas e internacionales y los emprendimientos comerciales en el 
Corredor Nacala se han incrementado en alarmante escala. La presión sobre la tierra aumenta y crecen 
los conflictos. Los agricultores locales, en situación vulnerable han sido obligados a abandonar sus tierras 
y empujados al hambre y la pobreza. Los campesinos que han alzado sus voces han sido acosados y 
amenazados. 


El plan ProSAVANA como ha sido concebido amenaza la vida de los pequeños agricultores y pone en 
riesgo la estabilidad de la sociedad de Mozambique e igualmente cuestiona la respetabilidad y la 
legitimidad de la asistencia oficial japonesa al desarrollo. Nosotros como organizaciones japonesas afines 
de la sociedad civil requerimos del gobierno de Japón la inmediata suspensión y especialmente la revisión 
del ProSAVANA. 


Solicitamos 


1) Que el gobierno japonés conteste inmediatamente, por escrito, la Carta Abierta que le enviara la 
sociedad civil de Mozambique el 28 de Mayo de 2013. Esta respuesta debe contener específicamente la 
suspensión del Pro SAVANA como le fuera solicitado en la Carta Abierta. 

2) El contexto político y social de Mozambique se ha deteriorado desde la firma del acuerdo Pro 
SAVANA en 2009. Han aumentado la incidencia de la degradación ambiental y han aumentado los 
conflictos relacionados con la apropiación de la tierra. Se ha reducido constantemente el espacio de 
cuestionamiento a las políticas gubernamentales. Pedimos que se realicen nuevas e independientes 
investigaciones de campo en las áreas pertinentes y que se lleven a cabo adecuadas consultas a los 
campesinos y a la sociedad civil. La estructura básica del ProSAVANA deberá ser revisada de acuerdo 
con esos resultados. 

3) En las reuniones de consulta realizadas entre el MOFA/JICA y los grupos de la sociedad civil 
japonesa se acordó como fundamentales los procesos de consulta con los campesinos locales y la 
sociedad civil. Pero no solo los procesos de consulta no han sido mejorados sino que ha aumentado el 
proceso de desconfianza hacia el programa por parte de los grupos de la sociedad civil de las provincias 
de Nampula y Niassa, como también entre las asociaciones de agricultores y grupos de la sociedad civil 
representantes de todo Mozambique. Pedimos que el gobierno japonés haga un esfuerzo para entender 
cuidadosamente esta situación y aclarar cómo y porqué la UNAC y otras organizaciones miembros de la 
UNAC que no solo representan a los pequeños agricultores de Mozambique sino que se hallan 
involucrados en la discusión han sido excluidos de los diferentes acuerdos del ProSAVANA. 

4) En la cuarta y quinta reunión consultiva mantenidas entre la sociedad civil japonesa y el 
MOFA/JICA, mantenidas ambas luego del envío de la Carta Abierta, el MOFA /JICA enfatizó que el Pro 
SAVANA solo se llevaría a cabo a través de un proceso de consultas Sin embargo el segundo turno de 
consideraciones del PDIF iniciado en julio, se realizó a pesar de la falta de progreso en el proceso de 
consultas, sirviendo tan solo para profundizar la confusión y la desconfianza locales. Solicitamos al 
gobierno japonés una evaluación de los hechos y que aclare porque se ha procedido a instrumentar el 
proyecto sin tener en cuenta la promesa realizada. 

5) El proceso de consulta a los agricultores locales y a la sociedad civil debe respetar plenamente 
los principios de libertad, prioridad y el consentimiento (FPIC) y debe asegurar la suficiente difusión de la 
información y la correspondiente rendición de cuentas. Debido a la escala y a la importancia del previsible 
impacto que el programa tendrá en las comunidades locales es absolutamente crucial asegurar la 
participación consciente de los agricultores locales y de la población civil en el proceso. Pedimos a 
MOFA/JICA suspender el programa inmediatamente e iniciar el diálogo con los agricultores locales y la 
sociedad civil sobre cómo seguir adelante. 

6) El año 2014 será el Año Internacional de la Familia Agricultora y en el que se celebrará y 
reconocerá  internacionalmente la importancia de la familia rural. Por tal motivo los agricultores, 
representados en la UNAC junto a la sociedad civil están preparando el “Plan Nacional de Apoyo a las 
Familias Rurales” Si los propósitos del ProSAVANA son apoyar a los agricultores de Mozambique sería 
apropiado que reconozca y apoye esas iniciativas. Pedimos que el MOFA/JICA considere y responda a 
estos propósitos. 

7) El ProSAVANA promueve el registro de los títulos de propiedad de la tierra (DUAT) con el objeto 
de facilitar las inversiones. Sin embargo el objeto y las implicancias del registro DUAT no es aún 
comprendido por los agricultores locales y apenas se ha iniciado en debate público relacionado con las 
políticas de la tierra en Mozambique. La Ley de Tierras de Mozambique reconoce el derecho a la tierra 
sobre la base de la tenencia consuetudinaria del suelo no registrado en el DUAT. La precipitada 
promoción del DUAT puede acarrear riesgos presentes y futuros al derecho a la tierra de los agricultores. 
Pedimos que los agricultores tengan el asesoramiento necesario que les permita mantener sus derechos 
sobre la tierra. 














Organizaciones firmantes 
ATTAC Japón, Ciudadanos involucrados en el Desarrollo de Mozambique, Foro Africa Japón (AJF), Centro 
Internacional de Voluntarios de Japón (JVC), Oxfam Japón 


Otras organizaciones que apoyan (31 hasta el 8 de noviembre 2013)(Pacific Asia Resource Center)-(Asian Farmers' 
Exchange Center/AFEC), (APC)(No! GMO Campaign), (Alter Trade Japan), (Together with Africa and Asia 
Association), (Community Action Development Organization)(Japan Center for a Sustainable Environment and 
Society),(Hunger Free World), NGO... (Kansai NGO Council), Japan NGO Center for International Cooperation), 
(Nagoya NGO Center), APLA (Alternative People's Linkage in Asia), (Fukuoka NGO Network), (WE21 Japan), 
(Gihyakusho),(Kodomotachino miraiwo tsukurukai), (All Japan Federation of Farmers Union),FoE Japan (Friends of the 
Earth Japan),(No Pesticides Tokyo Action Network),(Hokkaido International Foundation),(Hokkaido NGO Network 
Council), (Hokkaido Ainu Council Sapporo), (Mura-Machi Net), (Meno Villege Naganuma) ComiccAFRICA, No! to Land 
Grab, Japan, (Advocacy and Monitoring Network on Sustainable Development),(Sapporo Free School YUU), (ODA 
Reform Network), (Citizens Group Considered about TPP) 


ESPAÑA: COBRAR LOS RAYOS DE SOL 
Marta González Borraz 


A partir del 1 de enero de 2014 los ciudadanos españoles tendrán que pagar por utilizar el sol y el viento. 
Así lo establece el proyecto de ley del sector eléctrico, que se encuentra en tramitación. La norma fija un 
impuesto denominado “de respaldo” obligatorio para los particulares que producen su propia energía. Es 
decir, todo el que tenga una instalación fotovoltaica en su casa o comercio tendrá que empezar a pagar 
por estar conectado a la red eléctrica. De esta forma, el desembolso del usuario será mayor que si se 
opta por el consumo convencional. Generar electricidad propia mediante paneles solares o molinillos de 
viento se había convertido en una interesante alternativa. Supone un alivio para el medioambiente al 
tratarse de energías renovables y garantiza un ahorro importante debido al abaratamiento de las 
instalaciones y a las constantes subidas de la factura de la luz. 


Cuando no hay sol o viento hay que engancharse a la red y pagar la factura normal ya que en España, al 
contrario que en otros países pioneros, no está permitido ceder la energía sobrante y recuperarla cuando 
se necesite o venderla a las compañías eléctricas. A pesar de ello el autoconsumo se ha incrementado en 
los últimos años. Lo utilizan granjas, supermercados, industrias cárnicas, restaurantes y algunos hogares. 
En caso de que no se inscriban en el registro oficial para pagar el impuesto a la producción propia se 
arriesgan a cortes de suministro y multas de hasta 30 millones de euros. 


Darío Corrales vive con su familia de cuatro miembros en un alojamiento unifamiliar y hace cuatro años 
instaló dos paneles solares. Sostiene que tras una inversión inicial “en poco tiempo el bolsillo lo nota”. “El 
impuesto esconde el objetivo de que volvamos a depender de las compañías eléctricas. Acaba con el 
autoconsumo porque deja de ser rentable”, declara. Según el Ministerio de Industria, Energía y Turismo la 
intención es que todos los consumidores “contribuyan a los costes y servicios del sistema”. Sin embargo 
fuentes del sector de las renovables afirman que se trata de “penalizar el autoconsumo” y favorecer a las 
compañías eléctricas. Sostienen que el peaje “de respaldo” pretende evitar que la autonomía energética 
se desarrolle, ya que si prosigue los ritmos de crecimiento puede convertirse en una fuerte competidora 
de las grandes empresas. 


Varias organizaciones como Greenpeace o Ecologistas en Acción manifiestan su rechazo a la reforma 
eléctrica. Acusan al Gobierno de frenar el desarrollo de las energías limpias y obligar al país a importar y 
quemar combustibles fósiles, lo que a la larga puede generar una situación insostenible a nivel ambiental, 
económico y social. También la mayoría de partidos políticos se han sumado a las críticas, e incluso los 
organismos reguladores han mostrado su disconformidad. La Comisión Nacional de la Competencia 
(CNC) insta al Ejecutivo a suprimir el impuesto ya que, como sostiene su presidente Alberto Lafuente, no 
tiene en cuenta beneficios sociales del autoconsumo como la menor dependencia energética y el menor 
impacto medioambiental de las actividades eléctricas. 


La Plataforma por un Nuevo Modelo Energético es la unión de personas y organizaciones comprometidas 
con la transición hacia un sistema energético limpio y sostenible. Para Jorge Morales, ingeniero industrial 
y miembro de la organización “el peaje al autoconsumo es como si tienes plantados unos tomates en tu 
terraza y tuvieras que pagar al supermercado de la esquina un canon obligatorio mensual por si, en el 
momento en que te quedes sin tomates, quisieras ir a comprarlos. No pasa en ningún país del mundo”. 
Depender de las energías más sucias y contaminantes nos conduce a un sistema injusto y sometido al 
petróleo, que tiene consecuencias negativas para la naturaleza. Por ello la organización considera que la 
reforma energética es una “involución” contraria al “futuro sostenible” por el que apuesta. 


ARGENPRESS - Marta González Borraz es periodista. 
Latinoamérica 


¿INCORPORAR AMÉRICA LATINA AL REDIL ATLÁNTICO? 














Christophe Ventura 
Traducción Susana Merino 


- http://www.medelu.orqg/Faire-entrer-|-Amerique-latine 


“América Latina está desarrollando una creciente importancia estratégica, con sus mercados 
en expansión, su riqueza energética y sus demás recursos naturales” Sin embargo, lamenta 
amargamente el Consejo atlántico “en los últimos años ni los EE.UU. ni los gobiernos europeos 
han hecho que esta región sea prioritaria en su política exterior”. 


Esta constatación, formulada por la influyente y augusta institución fundada en 1961- con el 
objetivo de promover encarnizadamente el atlantismo en todo el mundo — la llevó a pedirle a su 
“task force” recomendaciones sobre América Latina. Resultado: la publicación de un informe 
titulado The Trilateral Bond : Mapping a New Era for Latin America, The United States, and 
Europe (1) Codirigido por José María Aznar (2) ex presidente del gobierno español (1996-2004) 
y por el ex senador demócrata usamericano Christopher J.Dodd, es un documento que 
propone varias orientaciones importantes formuladas según un inédito objetivo: integrar 
América latina al eje atlántico. 


El informe indica que desde ahora y hasta el 2060 el peso de los EE.UU. y Europa en la 
economía mundial pasará de un 40% a un 24% mientras que el de América latina crecerá 
inexorablemente gracias a sus recursos naturales, sus nuevas y competitivas multinacionales 
(las multilatinas) que operarán en diversos sectores económicos, con una clase media 
consumidora en permanente aumento (actualmente estimada en 225 millones de personas), la 
industrialización en marcha en varios países como México, Colombia y Brasil. 


Para los autores — entre otros además de los señores Aznar y Dodd, una treintena de 
bancarios, de dirigentes del mundo de los negocios, de ex responsables políticos de alto nivel 
procedentes de gobiernos, administraciones nacionales o de organismos multilaterales, 
universitarios activos en el seno de diferentes y prestigiosas instituciones y de “think tanks” — 
América latina constituye, en el plano geopolítico un socio natural de la nueva configuración 
atlántica para el siglo XXI. Mucho más que Africa minada por “guerras brutales y una 
persistente corrupción”, pero lo es igualmente a pesar de las “fracturas” del subcontinente es 
decir entre los países de América Central y del Sur, entre los países del ALBA y los países que 
desarrollan economías de mercado más liberales”. 


Los EE.UU. pese a la creciente potencialidad China, sigue siendo el primer socio comercial de 
América Latina y aseguran que aportan el 18% de las inversiones extranjeras directas (IDE). 
Por su parte la Unión europea (UE)- tomada en conjunto — es el primer inversor en América 
latina. En 2011 representaba el 39% del total de las IDE en la región. Solo en Brasil, destacan 
los autores, las IDE europeas son mucho más importantes que las dirigidas en forma 
“combinada” hacia Rusia, India y China. Y recuerda que la UE es también el primer mercado 
de la exportación agrícola del campeón latinoamericano. (21,7% del total del comercio exterior 
brasileño). 


A partir de estos datos, consideran necesario y urgente lanzar “un diálogo trilateral” sobre 
comercio e inversiones entre las tres regiones. Para lograrlo, recomiendan a los dirigentes 
aprovechar la oportunidad que le ofrecen las negociaciones del gran mercado transatlántico 
(Transatlantic Trade and Investment Parnetship, TTIP) las que, según ellos, deberían incluir 
directamente a los latinoamericanos en un proceso de negociaciones comerciales. 


Dicho diálogo debería concluir finalmente con la armonización del conjunto de acuerdos de 
libre comercio existentes entre las tres entidades geopolíticas y como corolario la integración 
de América latina al TTIP. Con el objeto de facilitar esta movida, los gobiernos de la UE y de 
los EE.UU. deberían aceptar la reducción de sus subvenciones a las exportaciones agrícolas 
como signo de buena voluntad frente a los gobiernos latinoamericanos. 


Sería igualmente conveniente, para los autores, compatibilizar los mercados financieros 
latinoamericanos con el sistema de normas jurídicas y bancarias comunes encaradas por los 














EE.UU. y Europa. Todo esto con el objeto de promover la participación de los inversores del 
“primer mundo” en las nuevas plazas financieras de México, San Pablo (cuyo papel ya es 
central para el desarrollo financiero de las multilatinas), de Santiago de Chile, de Lima y de 
Bogotá (agrupadas en el seno del Mercado integrado lativamericano — MILA) facilitando al 
mismo tiempo los “intercambios entre las Bolsas latinoamericanas y las de Londres y Nueva 
York”. 


Recomiendan además paralelamente el lanzamiento de un diálogo trilateral específico sobre el 
geoestratégico problema de la energía. Mientras que los EE. UU. programan la autosuficiencia 
energética hacia el 2030 y Europa se apresta a reducir su dependencia de Rusia, el informe 
promueve el desarrollo de una inédita alianza energética con América Latina. 


Como lo recuerda oportunamente el documento “América latina es ya un importante productor 
de energía, que incluye el petróleo y el gas, la energía hidráulica y térmica y también la de los 
agrocombustibles” La región es en efecto el segundo proveedor de energía de los EE.UU. 
detrás de Canadá. Le provee más petróleo que el conjunto de los estados del Golfo. Y asegura 
igualmente una parte creciente del consumo energético chino e indio. 


Por otra parte ”la riqueza minera de América latina es tán importante hoy en día como lo era 
en el siglo XVI, debido especialmente a que las necesidades de las industrias electrónicas 
mundiales no dejan de crecer” 


De modo que el diálogo trilateral debería permitir “la identificación de las mejores prácticas 
relacionadas con el accionar de los estados en materia de reglamentaciones sanitarias y 
ambientales, sobre normas fiscales que garanticen (a las empresas especialmente europeas y 
de los EE.UU.) transparencia, previsibilidad, respeto de las reglas de juego e introducción de 
la competencia en el sector” 


También existen para la “task force” otras palancas capaces de cimentar una nueva relación 
transatlántica que incluya a América latina. Se trata principalmente de la educación 
(cooperación universitaria tendiente a formar élites comunes, apertura de la enseñanza 
superior latinoamericana al financiamiento gubernamental y empresario, etc) y de la 
administración común de ciertas externalidades negativas de la economía globalizada. Como la 
lucha contra la droga y el comercio de armas (especialmente de los EE.UU. hacia América 
latina) conformarían una problemática plenamente transatlántica. 


Con el objeto de organizar el conjunto de este proceso, el informe del Consejo Atlántico 
sostiene que debería crearse un nuevo marco institucional permanente entre las tres regiones. 
Cuya vocación sería sustituir a las instituciones existentes (Organización de los Estados 
Americanos, Cumbre de las Américas entre los EE.UU. y los países latinoamericanos, Cumbre 
UE. Comunidad de los Estados latinoamericanos y caribeños). 


En conclusión como para motivar a los latinoamericanos con este conjunto de perspectivas, los 
autores proponen acceder a una de sus reivindicaciones geopolíticas: el otorgamiento de un 
lugar en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Y el ojo del Consejo Atlántico está 
puesto en Brasilia... 


Notas 


1) Publicado el 13 de mayo de 2013: www.atlanticcouncil.org/the-trilateral-bond-mapping-a-new-era-for-latin- 
america-the-united-states-and-europe-1. 

2) El ex presidente del Partido Popular (derecha) español fue uno de los que más activamente apoyó la 
invasión Uusamericana a Irak en el 2003 cuando la primera potencia mundial se hallaba presidida por su 
amigo George W Bush Inevitable hombre influyente en la política y la economía del mundo ibérico, el Sr 
Aznar es además presidente de la no menos influyente y ultraliberal Fundación para el análisis y los estudios 
sociales (FAES). Creada en 1989, vinculada al Partido Popular esta institución se ocupa del desarrollo del 
pensamiento liberal y del fortalecimiento de la influencia de la derecha en el mundo, especialmente en 
América latina 





SE ALQUILA PARAGUAY. 


El presidente de Paraguay, Horacio Cartes, podrá alquilar los bienes y servicios del Estado hasta un 
máximo de 40 años. El Congreso aprobó una ley que permite al Presidente arrendar los bienes y servicio 
estatales sin control ni participación de los poderes Legislativo y Judicial. 














En la preparación del proyecto se establecieron rápidos acuerdos para la venta del país pero había 
desacuerdos en quien colocaría la decisión de la firma final. Finalmente se acordó darle a Cartes todo el 
poder sin participación de los demás poderes constitucionales. La protesta de los sindicatos - 
especialmente los trabajadores del estado- tuvo apoyo en todo el país al mismo tiempo que fue reprimida 
con violencia. La toma de poder presidencial es de tal calibre que los sindicatos apelan a ganar una 
mínima-máxima: que los diputados modifiquen la ley para que sea el Congreso quien analice, apruebe o 
rechace los procesos de privatización. 


En agosto de este año se aprobó la ley de militarización que autoriza al Ejecutivo decidir cómo y dónde 
utilizar los efectivos militares. Un paso previo a la privatización. 


QUINTO ENCUENTRO DE PUEBLOS INDÍGENAS SE REALIZA EN COLOMBIA 
Losh Lainez 


Del 10 al 16 de noviembre de 2013 se lleva a cabo en el departamento de Cauca, Colombia, la Quinta 
Cumbre Continental de Pueblos y Nacionalidades Indígenas de Abya Yala (América). A esta Cumbre 
asiste una delegación de representantes de organizaciones indígenas de Guatemala que se reunirán 
junto a otras delegaciones de representantes del continente. El evento tiene como propósito continuar con 
la unificación de propuestas de formas de vida alternativas frente a los modelos de acumulación 
capitalista. Otro propósito es la búsqueda de nuevos mecanismos de toma de decisión y defensa frente al 
recurrente despojo que les afecta a pueblos indígenas principalmente. 


Cuatro eventos de esta naturaleza han sido realizados en los últimos 13 años en distintos países como 
México, Ecuador, Guatemala y Perú durante los años 2000, 2004, 2007 y 2009 respectivamente, dejando 
como resultados distintos pronunciamientos sobre las problemáticas compartidas y las acciones a 
considerar dentro de lo que se ha llamado el movimiento indígena continental. 


Las organizaciones indígenas que promueven y convocan a estos encuentros, a pesar de que poseen 
diferentes idiomas, nacionalidades y han vivido distintos procesos históricos, comparten ideas de un 
pasado común de origen, su sentido de pertenencia a la tierra y el territorio, con identidades colectivas de 
pueblos y cosmovisiones. Comparten también preocupación por la búsqueda de soluciones frente a 
múltiples problemáticas a las que se les ha sometido: explotación laboral, orfandad, pobreza, privación de 
libertad, violación de derechos, violación sexual, tortura, desaparición, militarización, hambre, 
enajenación, persecución e imposición de modelos de Estados uninacionales y monoculturales, el 
ecocidio y el genocidio. 


El encuentro sirve como escenario para compartir y evaluar logros en sus acciones, retrocesos y 
desafíos. Los logros obtenidos en la utilización de instrumentos legales internacionales como el Convenio 
169 y la Declaración Universal de Derechos de Pueblos Indígenas de la ONU. En el caso concreto de 
Guatemala, se expondrán los avances en los ejercicios de más de 70 consultas comunitarias de buena fe 
realizadas para dar a conocer la decisión de las comunidades indígenas respecto a la concesión de 
licencias de exploración y explotación de minería e hidroeléctricas. 


En los últimos dos encuentros de pueblos indígenas, se han discutido nuevas formas de articulación y se 
ha reafirmado la importancia de realizar eventos específicos para mujeres, niñez y juventud y de 
temáticas particulares como la comunicación alternativa. Con estos espacios particulares también se 
refuerzan las demandas internas por democratizar la toma de decisiones. 


En esta ocasión, el encuentro también servirá para definir sus posicionamientos frente a la Conferencia 
Mundial de Pueblos Indígenas que convoca las Naciones Unidas para el año 2014. La organización de 
esta conferencia fue resultado de la sesión 66 de la Asamblea General de la ONU aprobada el 17 de 
Septiembre de 2012 y está siendo promovida por los tres mandatos de la ONU que tienen a su cargo lo 
relativo a Pueblos Indígenas, como son el: 1. El Foro Permanente para las Cuestiones Indígenas, 2. El 
Mecanismo de las Naciones Unidas de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y 3. El 
Relator Especial de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. El propósito de esta 
conferencia mundial es el de intercambiar puntos de vista y mejorar las prácticas de este organismos 
respecto a la creación de derechos hacia pueblos indígenas. 


Estos eventos de relevancia mundial sirven como mecanismos de presión para que los Estados, 
incluyendo el de Guatemala, pongan al fin una resolución favorable para los asuntos que afectan a los 
pueblos indígenas, lo cual es un reto enorme para Guatemala si consideramos que en los últimos 17 
años, el Estado ha reforzado los planes de desarrollo que privilegian los intereses económicos extranjeros 
sobre los derechos de pueblos indígenas. 


) Guatemala, 13 de noviembre del 2013. 
Losh Lainez - Área de Estudios Sociourbanos 
Fuente: Asociación para el Avance de las Ciencias Sociales en Guatemala (AVANCSO) http://www.avancso.org.gt 














LAS ELECCIONES EN CHILE. DESAFÍOS DEL TIEMPO INMEDIATO 
Por Roberto Pizarro (*) 


“Crear una nueva sociedad en que los hombres puedan satisfacer sus necesidades materiales y 
espirituales, sin que ello signifique la explotación de otros hombres.” 
Salvador Allende, 5 de noviembre de 1970. 


Las cifras del Centro de Estudios Públicos (CEP) son representativas del mayoritario sentir de la 
ciudadanía a favor de la recuperación del cobre, para terminar con los abusos a los consumidores, reducir 
las desigualdades regionales y de ingresos, y terminar con el lucro en la educación. 


La reciente encuesta del CEP dice que Michelle Bachelet triunfará en las próximas elecciones 
presidenciales, y probablemente en la primera vuelta, el mismo 17 de noviembre. La encuesta también 
revela las demandas de la ciudadanía que desafiarán al nuevo gobierno. Más del 80% de las chilenas y 
chilenos desean que se nacionalice el cobre, que se reduzcan las brechas de ingresos y que los 
consumidores sean debidamente protegidos de los abusos. Por otra parte, arriba del 70% de la 
ciudadanía otorga prioridad a la gratuidad de la educación y a la descentralización del país. Son los 
desafíos del tiempo inmediato. Las cifras del CEP confirman que la sociedad chilena ha despertado. Los 
jóvenes movilizados desde el 2011 le hicieron ver al país que el modelo económico y el régimen político 
tenían que cambiar. Las razones son poderosas. 


El crecimiento de la economía y el aumento de las exportaciones han resultado insatisfactorios porque la 
riqueza generada se ha concentrado en unos pocos grupos económicos y en sólo algunas regiones del 
país, lo que ha culminado en altos niveles de desigualdad en la distribución del ingreso, los territorios y el 
poder. No existe confianza en el camino productivo elegido. Se cuestiona la explotación y exportación 
intensiva de recursos naturales, que además ha conformado una estructura económica heterogénea, sin 
suficientes encadenamientos hacia la economía interna, vulnerable frente a las fluctuaciones 
internacionales y con impactos negativos en el medioambiente. 


Han crecido las dudas sobre una política macroeconómica que deposita exclusivamente su confianza en 
las decisiones del mercado. La neutralidad y las insuficientes regulaciones han favorecidos a los agentes 
económicos más poderosos, pero han frenado las oportunidades de progreso para los pequeños 
empresarios, mientras trabajadores y consumidores viven en la indefensión. 


La política social, eje del Estado subsidiario, está haciendo agua por todos lados. La focalización, con 
escasos recursos fiscales, sólo permite atender las urgencias más básicas de los sectores de bajos 
ingresos. En tales condiciones, las ofertas en salud y educación para las familias pobres revelan 
manifiestos deterioros en calidad y facilidad de acceso, mientras los sectores medios se encuentran 
cercados por la incertidumbre. Esa política social abrió las puertas para que el mundo empresarial privado 
extendiera sus negocios al área social. Las ISAPRES y AFPs han resultado en generosas ganancias para 
sus dueños y en molestia permanente para sus clientes. Las pensiones miserables que están recibiendo 
los sectores medios y los costos crecientes de la salud privada se perciben como una estafa por la 
ciudadanía. 


Al mismo tiempo, el negocio de los sostenedores de los establecimientos educacionales privados, con 
subvención estatal, así como las universidades privadas han perdido toda credibilidad. El rechazo al lucro 
se ha generalizado. En estas condiciones, la población de ingresos medios enfrenta el desafío cotidiano 
de destinar gran parte de sus salarios para las cotizaciones de salud y comprar la educación de sus hijos. 


El negocio empresarial en salud, educación y previsión, es realizado por los mismos grupos económicos 
que controlan la actividad productiva, las exportaciones y la banca. Los tradicionales derechos de los 
ciudadanos se han convertido en negocios para los empresarios, y con el aval del Estado. Los 
consumidores sufren agresiones brutales a sus derechos. Las multitiendas, supermercados y farmacias 
se han enriquecido gracias a la explotación sistemática de los consumidores. La “tasa de interés 
convencional” del 50%, más comisiones, multas y trampas varias, estrangulan a los clientes modestos. La 
ganancia del gran comercio establecido ya no se encuentra en la venta de productos sino en el negocio 
financiero derivado del endeudamiento de los clientes. La clase media y los sectores populares, que 
reciben bajos salarios por su trabajo, sobreviven gracias a una vorágine de deudas, las que han 
potenciado las ganancias del 1% más rico de la población. Los comportamientos delincuenciales de La 
Polar así como la condonación impositiva a Johnson's son reveladoras tanto de la incapacidad regulatoria 
del Estado como de su actitud complaciente con los grandes negocios. Los consumidores están en la 
indefensión. 


En definitiva, la política y el Estado, en vez de servir para compensar las desigualdades propias de una 
economía de mercado, se han convertido en instrumentos de ampliación del poder de las elites. En 
efecto, la heterogeneidad productiva, así como la concentración, desigualdades y abusos del modelo 














chileno no se han visto corregidas por políticas públicas que reduzcan las diferencias productivas 
existentes entre regiones, empresas y sectores de actividad. Tampoco esas políticas públicas frenan los 
abusos a los consumidores. Además, las elites cuentan con un desproporcionado acceso a los medios de 
comunicación, mediante los cuales defienden y promueven la ideología y políticas públicas que sustentan 
el modelo económico. Las cifras del CEP son representativas del mayoritario sentir de la ciudadanía a 
favor de la recuperación del cobre, para terminar con los abusos a los consumidores, reducir las 
desigualdades regionales y de ingresos, y terminar con el lucro en la educación. Esos son los temas 
ineludibles. 


Aunque en la encuesta CEP no hay una abrumadora cifra a favor de una Asamblea Constituyente, ha 
crecido la conciencia ciudadana de que el cambio al modelo económico exige un nuevo orden político. En 
efecto, el masivo rechazo a la Alianza, a la Concertación y al Congreso se muestra en todas las 
encuestas y en la reciente del CEP. En los 23 años de democracia, la Concertación y la derecha han sido 
las únicas fuerzas participantes del juego político y sólo han sido desafiadas manifiestamente por el 
movimiento estudiantil a partir del 2011. El rechazo al duopolio es también, en el fondo, un 
cuestionamiento a los grupos económicos beneficiados con el modelo, que con sus recursos y mediante 
el lobbismo subordinan a la clase política a sus intereses. Esto ha cansado a la ciudadanía y por ello el 
cambio constitucional es insoslayable. Los desafíos del tiempo inmediato son de envergadura. En primer 
lugar, el crecimiento no puede seguir dependiendo de los recursos naturales no-renovables y exige ser 
amistoso con el medio ambiente, así como favorecer una localización geográfica de la actividad 
económica, menos concentrada en la región metropolitana. La recuperación del cobre para todos los 
chilenos puede permitir contar con recursos no sólo para universalizar las políticas sociales, sino también 
para diversificar la estructura productiva y así generar fuentes estables de empleo y neutralizar el impacto 
de los ciclos económicos internacionales. 


En segundo lugar, la reducción de las desigualdades no puede seguir siendo materia de retórica electoral 
y debe incorporarse explícitamente en las metas gubernamentales. La experiencia de las dos últimas 
décadas muestra que la distribución de ingresos es bastante ¡nvariante al crecimiento económico. El 
acceso preferente al crédito, tecnología y mercados de las empresas grandes en relación a las medianas 
y pequeñas generan tendencias de concentración de mercados y riqueza. Ello debe ser enfrentado con 
políticas públicas agresivas del Estado, que den al trasto con la macroeconomía de la neutralidad para 
privilegiar al pequeño empresario sobre el grande, fortalecer la negociación de los trabajadores en las 
empresas y castigar los abusos contra los consumidores. 


Al mismo tiempo, las políticas sociales deben terminar con la focalización y comprometerse con la 
universalidad. Los estudiantes han dado una lección al país en la lucha por una educación gratuita, de 
calidad y sin segregaciones para todos los jóvenes, desde la cuna hasta la universidad. Ese camino es el 
que se debe seguir para terminar con el drama de las familias de bajos ingresos y capas medias. Los 
ricos deberán pagar con impuestos la educación de todos los chilenos. Ese mismo camino debe abrirse 
para recobrar pensiones dignas de todos los jubilados, mediante un sistema de reparto; y, también, ha 
llegado la hora de responder a los enfermos ofreciéndoles una atención decente, independientemente de 
sus condiciones de ingreso. 


Finalmente, el mayor de los desafíos radica en la urgente necesidad de modificar el contrato que se 
impuso a los chilenos y chilenas en 1980, el que se firmó a punta de bayoneta. Hay que derogar la 
Constitución impuesta en dictadura, y que fue maquillada por el ex Presidente Lagos. Hay que derogarla 
porque es un seguro para proteger el neoliberalismo y una camisa de fuerza contra los intereses de 
participación política de las grandes mayorías: entre otras cosas, por el excluyente sistema electoral 
binominal como también porque consagra un Estado subsidiario que le impide al sector público desplegar 
iniciativas económicas y regular el mercado a favor de los sectores más débiles. 


La construcción de un nuevo modelo de desarrollo, con un nuevo contrato social, es una tarea de 
envergadura que reclama la ciudadanía. Es una exigencia para el próximo gobierno. Habrá que desafiar 
intereses poderosos, grandes empresarios, medios de comunicación, políticos y economistas. El esfuerzo 
vale la pena. Son los desafíos del tiempo inmediato.+ (PE/SERPAL) 


(*) Roberto Pizarro es economista de la Universidad de Chile, con estudios de post grado en la Universidad de Sussex 
(Reino Unido). Fue decano de la Facultad de Economía de la Universidad de Chile, ministro de Planificación y rector de 
la Universidad Academia de Humanismo Cristiano. Integra el Grupo Nueva Economía. 


RTF: http://archive.attac.org/attacinfoes/attacinfo729.rar 


PDF: http://archive.attac.org/attacinfoes/attacinfo729.pdf 
SUSCRIPCIÓN Y DES-SUSCRIPCIÓN A “El Grano de Arena”o CAMBIO DE MAIL: 


http://list.attac.org/wws/subscribe/attac-informativo 
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